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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
 

DECRETA: 
 

ADICIÓN DE LOS ARTÍCULOS 20 BIS, 20 TER Y 22 BIS A LA LEY 8754, LEY 
CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA, DE 22 DE JULIO DE 2009, PARA 

FORTALECER LA FUNCIÓN DE LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSA 
ADMINISTRATIVA 

 
ARTÍCULO ÚNICO- Se adicionan los artículos 20 bis, 20 ter y 22 bis a la Ley 8754, 
Ley contra la Delincuencia Organizada, de 22 de julio de 2009. Los textos son los 
siguientes: 
 
Artículo 20 bis-Medida anticipada y provisional  
 
El Ministerio Público, antes de presentar la denuncia por el incremento de capital 
sin causa lícita aparente de cualquier funcionario público o persona de derecho 
privado, física o jurídica, podrá solicitar al Juzgado Contencioso Administrativo y 
Civil de Hacienda la adopción de una medida cautelar anticipada y provisional 
destinada a asegurar, secuestrar, conservar o verificar bienes y productos 
financieros de interés. Esta medida cautelar anticipada y provisional se decretará a 
solicitud de parte.  
 
La autoridad jurisdiccional podrá autorizar la medida cautelar anticipada y 
provisional que considere adecuada, cuando haya elementos suficientes para 
determinar, con grado de probabilidad, que los bienes y productos financieros de 
interés pueden ser distraídos u ocultados. Una vez adoptada la medida, se 
concederá audiencia a las partes por tres días hábiles sin efectos suspensivos. 
Transcurrido el plazo indicado, el juez podrá hacer una valoración de los alegatos y 
las pruebas aportadas, para mantener, modificar o revocar la medida cautelar 
anticipada y provisional.  
 
En caso de admitirse la medida cautelar anticipada y provisional, la persona 
juzgadora emitirá los respectivos mandamientos de anotación e inmovilización 
registral de los bienes muebles e inmuebles, así como la orden de congelamiento 
preventivo al sistema financiero. La Contraloría General de la República y el Instituto 
Costarricense sobre Drogas (ICD) podrán apersonarse al proceso como 
coadyuvantes. 
 
Concedida la medida cautelar anticipada y provisional, el Ministerio Público deberá 
interponer, en el plazo de un mes, la denuncia respectiva.  Este plazo correrá a partir 
del día de la notificación del auto que ordena la medida cautelar anticipada y 
provisional.  
 
Habiéndose decretado la caducidad de la medida cautelar anticipada y provisional, 
no podrá, la instancia legitimada para denunciar, repetir la gestión, salvo que se 
aleguen motivos diferentes, sustentados en hechos nuevos.  
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Artículo 20 ter. - Notificaciones  
 
Además de los medios establecidos en la Ley 8687, Notificaciones Judiciales, de 4 
de diciembre de 2008, la notificación del traslado de la denuncia también podrá 
practicarse en el siguiente supuesto:  
 
Las personas jurídicas, salvo disposición legal en contrario, serán notificadas por 
medio de su representante, personalmente o en su casa de habitación, o en el 
domicilio real de este. Asimismo, quedarán debidamente notificadas en el domicilio 
contractual, en el domicilio social, real o registral. 
 
La autoridad jurisdiccional que conoce de la denuncia podrá ordenar, al personal 
del Organismo de Investigación Judicial, dar asistencia a la Oficina de 
Notificaciones, cuando la diligencia represente un riesgo para la seguridad del 
notificador o la persona a notificar evidencie dificultades o conductas evasivas para 
ser notificada. De ser necesario y estar debidamente justificado, la autoridad 
jurisdiccional también podrá ordenar, al Organismo de Investigación Judicial, la 
detención y presentación de la persona a notificar para realizar la diligencia en 
estrados judiciales.  
 
Artículo 22 bis- Competencia 
 
Corresponderá a la Jurisdicción Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda 
conocer de los asuntos por incremento de capital sin causa lícita aparente. El 
Juzgado Contencioso Administrativo resolverá en primera instancia y el Tribunal de 
Apelaciones de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda conocerá en 
alzada, mediante el recurso de apelación.  
 
Contra el auto que resuelva la medida cautelar anticipada y provisional solo cabrá 
recurso de apelación sin efecto suspensivo, dentro del plazo de veinticuatro horas.  
 
La prueba para mejor resolver ofrecida en segunda instancia queda supeditada a la 
admisión o el rechazo que decida el Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso 
Administrativo y Civil de Hacienda. Esta prueba no podrá suplir las deficiencias 
demostrativas indicadas por la sentencia impugnada, salvo que se trate de prueba 
nueva, acaecida con posterioridad al dictado de la sentencia y que pudiera tener 
incidencia en el descargo o que hubiese sido imposible de conocer, por parte del 
interesado, antes del dictado del fallo recurrido, lo cual deberá valorar el Tribunal de 
alzada. 

 
Rige a partir de su publicación. 
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Firmada en San José, en la sala de sesiones del Área de Comisiones Legislativas III, 
a los tres días del mes de abril de dos mil veinticinco. 
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